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Resumen

El presente trabajo que se expone, trata sobre la defensa en el proceso penal, la cual se inicia ante la diversidad de facultades que brindan servicios educativos que ejercen su valor en el aprendizaje del alumnado que culmina sus estudios siendo un profesional abogado, esto ha dado origen al siguiente cuestionamiento principal, ¿Qué establece la legislación nacional y comparada con relación a la defensa en el proceso penal?, lo que originó las preguntas de investigación y los objetivos general y específicos, los cuales direccionaron la tarea investigativa. La metodología con la que se presenta esta monografía se enmarca dentro del tipo de compilación y de esquema lineal. El marco de desarrollo del trabajo presenta los aspectos generales de la defensa en el proceso penal, los tipos de defensa que pueden darse, la importancia de la misma, lo que ampara la legislación nacional y la comparada. Con la investigación se pudo concluir que la defensa en el proceso penal es inviolable y que el reo o acusado tiene derecho a contar siempre con una abogado que aboge por el mismo pese a que el mismo sea un insolvente.
CAPITULO I 
 Introducción
La Defensa en el Proceso Penal tiene cabida en la legislación, recién con la promulgación de la Constitución Nacional de 1992, por medio de la cual se realiza la transformación de la acción penal de un sistema inquisitivo a un sistema acusatorio garantista, gracias al cual el imputado o acusado obtiene una serie de derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional y disposiciones legales vigentes nacionales e internacionales.

Bien es sabido que el sistema inquisitivo era devastador desde todo aspecto de vista jurídico, puesto que en él no formaba parte de la investigación el acusado y/o imputado, quien mayormente desconocía los hechos por los que era investigado; recayendo en una sola persona la envestidura de juez, tanto lo que conocemos actualmente como fiscal, es decir, le correspondía la investigación de los hechos, la reunión de las pruebas de cargo, informaciones que por cierto lo guardaba todo en secreto y por último, le pertenecía a su vez, el juzgamiento.  

De este modo, el acusado o imputado no conocía siquiera los hechos por el que era investigado, por lo que evidentemente no tenía los medios suficientes para demostrar su inocencia o hacer frente a la investigación que se iniciaba en su contra, dado que la investigación era mayormente iniciada sin que el mismo tuviera conocimiento y que fuere parte de la misma. 

Con el nuevo sistema acusatorio garantista además de brindar derechos y beneficios al procesado, se logra la  inclusión del Ministerio Público, quien adquiere la facultad de investigar. Siendo por consiguiente, el Ministerio Público, el representante de la sociedad ante los órganos jurisdiccionales para velar por el respeto y las garantías constitucionales reconocidas y conferidas por nuestra nación.

Quedando por ende, a la investidura del juez impartir justicia en base a las cargas de pruebas de cargo y de descargo que presentaban las partes (el procesado a través de su defensor, así también el Representante del Ministerio Público).

Es así que la representación y protección de los derechos conferidos por la Constitución Nacional es velada para su fiel cumplimiento por el abogado defensor del imputado y/o acusado, sea este público o particular. Para el efecto este debe de buscar los medios idóneos y considerados legales para el procedimiento penal que estipula la legislación nacional.

La legislación nacional reconoce dos clases de defensa, la cual es la defensa material que es ejercida exclusivamente en forma oral e inmediatamente por el propio acusado y/o imputado. La defensa técnica por su parte corresponde a una asistencia técnica conferida al acusado por parte de una persona con idoneidad técnica, que defenderá sus intereses en el proceso, cabe destacar que esta facultad tiene una triple finalidad que será asimilada en su momento.  La defensa técnica es ejercida por un defensor particular, es decir, un defensor de su elección. En caso de que el mismo no pueda solventar los gastos en que se incurre por un defensor particular, el Estado le nombrara a un defensor del Ministerio de la Defensoría Pública a los efectos de que este lo asista en forma gratuita. 

La defensa en el proceso penal encierra una gran importancia desde todo punto de vista, siendo el más específico el jurídico, dado que es de suma importancia primeramente que la persona sometida al proceso penal conozca cuales son los beneficios que trae aparejado su representación en el proceso penal por parte de un abogado defensor y la forma en la que puede realizar el nombramiento del mismo. 

Ante la utilidad e inviolabilidad del derecho a contar con un abogado defensor en el proceso penal,  surge el cuestionamiento real de ¿Qué establece la legislación nacional y comparada con relación a la defensa en el proceso penal?, de esto se genera las siguientes preguntas; 

A fin de que conseguir una mayor comprensión es conveniente establecer; ¿Cuál es la importancia y alcance de la defensa en el proceso penal?, ¿Cuáles son las clases de defensas reconocidas por la Constitución Nacional en el proceso penal?, ¿Cómo es ejercida la defensa material y la técnica? y  ¿Qué preceptos normativos se encuentra en la legislación nacional y la legislación comparada sobre la defensa en el proceso penal?

Todos estos cuestionamientos han conllevado a la fijación de los siguientes objetivos de investigación, quedando como sigue:

· Conocer lo que establece la legislación nacional y la comparada con relación a la defensa en el proceso penal.
· Establecer la importancia y alcance de la defensa en el proceso penal.
· Describir las clases de defensas reconocidas por la Constitución Nacional  en el proceso penal.
· Determinar la forma en la que es ejercida la defensa material y la técnica.
· Detallar los preceptos normativos que se encuentran en la legislación nacional y la legislación comparada sobre la defensa en el proceso penal.
Se sustenta la investigación de la negligencia del ministerio público considerando que es una forma muy útil de buscar o proponer soluciones a situaciones que beneficiarían a dicho ente, pudiendo obtener datos veraces y concretos que solo podrían obtenerse por este medio. 

Atendiendo a las disposiciones legales establecidas en el Código Penal Paraguayo, de fondo y de forma, surge la motivación para el estudio de la Defensa en el Proceso Penal, a los efectos de distinguir y puntualizar las facultades que tiene el defensor en el ejercicio de la defensa técnica o material, sirviendo así el presente trabajo de gran provecho para el conocimiento de los interesados, ya que está amparado por la Legislación Nacional vigente y se enriquece con doctrinas de diferentes autores especialistas en la materia.

Con este trabajo investigativo se pretende que todos tengan acceso a este material para poder utilizar las informaciones apropiadamente conforme a derecho.

El trabajo está destinado a todos los abogados profesionales, practicantes y estudiantes universitarios de la Carrera de derecho que se encuentra sometido a esta realidad.

Beneficiará de alguna manera a las personas que quieran conocer sobre la Defensa en el Proceso Penal, ya sea en lo que atañe a la defensa material y/o a la defensa técnica, la importancia, alcance y efectos de los mismos.

El trabajo se limita a una recopilación bibliográfica y al análisis del mismo, con relación al método cualitativo en las ciencias jurídicas.
El tipo de monografía del presente trabajo es la de compilación, en el que se analiza y presenta una opinión personal tras una revisión bibliográfica exhaustiva. (BARON, A. P.: 2006)

El esquema utilizado es el lineal, a través del cual se plantea una pregunta en la introducción y en cada uno de los capítulos que componen el desarrollo, abordando los temas en un orden lógico hasta llegar a la conclusión. (BARON, A. P.: 2006)

El trabajo cuenta con tres apartados fundamentales que se detalla a continuación:

La primera parte corresponde a la parte Pre-textual, donde se explaya la presentación del trabajo, en cuanto a la portada, el resumen y el índice.

La segunda parte, denominada Textual, contiene lo referente a la introducción (problema, preguntas, objetivos y justificación de la investigación), el desarrollo de la monografía y su correspondiente conclusión.

La tercera parte, considerada Post-textual, presenta las citas de obras consultadas para el desarrollo de la investigación.

CAPÍTULO II 
 Desarrollo
2.1. La defensa en el proceso penal. Derecho de defensa. Concepto
La defensa en juicio de toda persona sometida a un proceso penal es un derecho inviolable tal como lo establece la Constitución Nacional en su artículo 16, por ello encierra gran importancia el conocer ampliamente la conceptualización del mismo. Cabe destacar para el efecto que:

Por derecho de defensa, puede entenderse el derecho fundamental que asiste a todo imputado y a su Abogado defensor a comparecer inmediatamente en la instrucción y a lo largo de todo el proceso penal a fín de poder contestar con eficacia la imputación o acusación contra aquél existente, articulando con plena libertad e igualdad de armas los actos de prueba, de postulación e impugnación necesarios para hacer valer dentro del proceso penal el derecho a la libertad que asiste a todo ciudadano que, por no haber sido condenado, se presume inocente.

De la cita precedente se obtiene que el derecho de defensa es aquella que lo asiste al imputado indefectiblemente, aun pese en el supuesto caso de que el mismo no quisiere ser defendido. Es un derecho inviolable que se encuentra establecido como ya se había dicho en la Constitución Nacional vigente. 

De tal modo que, el Abogado actúa en representación del imputado, por lo que al ser nombrado por su defendido y reconocida su personería en el carácter invocado realiza las diligencias pertinentes para seguir con el proceso penal pertinente según la etapa en la que se encuentre. Siendo a la vez el encargado de velar por los intereses de su defendido, indagando sobre las pruebas necesarias que demuestren la inocencia del mismo o atenúen la posible pena a ser aplicada. 

Asimismo, cabe destacar, tal como lo dice la cita utilizara los medios adecuados para hacer valer el derecho a la libertad con la que cuenta todo ciudadano y por ende, su defendido. Todo abogado defensor debe de agotar los medios necesarios para que a lo largo del proceso su defendido no se encuentre privado de su libertad, por lo que es menester que el abogado defensor sepa cuáles son las alternativas más convenientes para el efecto, dependiendo claro esta del tipo de hecho punible a la que haya sido indicado como supuesto autor.Es menester a la vez mencionar que según CAFFERATA NORES, el derecho a la defensa debe de ser concebida como: “La posibilidad o faculta de los sujetos privados del proceso de demostrar el fundamento de la pretensión que se ejercita o la falta de fundamento de la ejecutada en su contra”. 

Tal como se ha dicho anteriormente se denota una vez que el derecho a la defensa encierra una gran importancia puesto que provee al imputado o acusado los medios necesarios para que vele por el interés del mismo, es decir, de que el representante del mismo fundamente debidamente sus pretensiones de conformidad al interés de su defendido como así también la de precautelar el oportuno fundamento de la parte contraria, puesto que de no corresponder a derecho debe de rechazarla ya sea por carecer de fundamento legal o por no ser realizada conforme a derecho. 

La defensa como derecho fundamental

Tal como se ha dicho anteriormente queda justificada la importancia de la defensa, por lo que consecuentemente, este es un derecho fundamental que ha sido reconocida Constitucionalmente, lo que implica que el mismo debe de ser respetado y promovido por todos los poderes públicos. Otro aspecto de gran importancia que encierra es que es un derecho de privilegiada protección.

El derecho fundamental de defensa (art. 24.2 Constitución Española) se integra con todo un catálogo de derechos también fundamentales de carácter instrumental, cuya mayoría se encuentra recogida en el art. 24.2 CE (derecho a la asistencia de Abogado, derecho al silencio, derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes, derecho a no confesarse culpable, a la presunción de inocencia, etc.), aunque algunos de ellos se encuentren en otros preceptos (como sucede con la protección de la libertad a través del habeas corpus o los plazos máximos de la detención y de la prisión que se prevén en el art. 17.4, y la inviolabilidad del domicilio o el secreto de las comunicaciones en el art. 18.2 y 3).

En lo que respecta a la cita cabe mencionar que, la misma guarda concordancia con lo estipulado en la legislación nacional puesto que el derecho fundamental de la defensa reconocido en la Carta Magna, reconoce una serie de derechos a la persona que se encuentre sometida a un proceso penal (Artículo 17 Constitución Nacional), dentro de las cuales se encuentran el derecho a ser oído, el derecho a elegir defensor, a la provisión de un defensor gratuito, a participar de los actos del proceso, y el de impugnar las resoluciones.

La defensa en el proceso penal  por ende, es irrenunciable e inalienable, siendo a la vez una garantía del proceso por lo que es siempre necesario para que el juicio pueda ser válido. Es por ello necesario mencionar que: La inviolabilidad del derecho de defensa es la garantía fundamental con la que cuenta el ciudadano, porque es el único que permite que las demás garantías tengan una vigencia concreta dentro del proceso penal.

Finalmente, se comprende indudablemente que el derecho a la defensa se torna inviolable puesto que es el presupuesto para que sean cumplidos los demás derechos y garantías conferidos al sujeto sometido a un proceso penal y que por ende, garantiza la validez del proceso.

El derecho de acceso al proceso penal

Anteriormente en el sistema inquisitorial, el acusado prácticamente no era reconocido como “parte del proceso”, circunstancia que ha cambiado radicalmente con la aplicación y/o utilización del sistema acusatorio garantista en la legislación nacional, puesto que mediante la misma se ha creado lo que llaman “Sistema Tripartita”, en donde interviene como sujeto o parte del proceso, el acusado con su abogado defensor, el Ministerio Público y el Juez Interviniente o Tribunal de Sentencias.  Es por ello que:

El primer derecho que se ha de reconocer al sujeto pasivo de una instrucción penal es el de poder acceder al proceso, a fin de que ejercite ese “recurso” efectivo o derecho a ser oído por un Tribunal independiente, al que se refieren los artículos 13 y 6.1 del CEDH. En cuanto a su extensión, dicho derecho de acceso se le ha de conceder al imputado en todas y cada una de las instancias.

Efectivamente es primordial que sea reconocido al imputado como sujeto pasivo del proceso penal, dado que por medio de la misma adquiere el poder o facultad de acceder al proceso a fin de que ejercite sus derecho de contar con un abogado que lo represente sea de su elección o nombrado de oficio para que consecuentemente pueda ejercitar o abstenerse de utilizar su derecho a ser oído, que puede utilizar en los momentos que este considere pertinente o cuando se le sea solicitada. Consecuentemente:
En segundo lugar, exige también el referido derecho fundamental que dicha posibilidad de acceso sea “efectiva”, por lo que el ciudadano sometido a una instrucción penal habrá de poder tomar conocimiento de la previa existencia del proceso, para lo cual se hace obligado la comunicación personal de los actos que tengan por objeto su comparecencia. Dicha comunicación, sobre los hechos que han dado lugar al procedimiento, ha de ser clara y precisa, pues se vulneraría el derecho a la defensa si se trasladaran al imputado expresiones genéricas o inconcretas.

Es así que, además de ser reconocido al imputado como sujeto del proceso penal es necesario que el acceso sea, tal como lo dice la cita “efectiva”, es decir, que el mismo tenga conocimiento de la existencia de la investigación sobre el hecho, las diligencias que a ser realizados  o que se hayan realizado deben de serle comunicados en forma personal, puesto que es parte de la investigación. 

En lo que respecta a la información que este percibirá son el de conocer en forma precisa y clara sobre las mismas a manera de que este pueda con el auxilio de su abogado defensor realizar su teoría del caso y por ende, formular sus pretensiones. Si bien es sabido que el nuevo sistema acusatorio garantista ve como parte al imputado asesorado por un abogado defensor, ante:

El incumplimiento, por otra parte, del derecho a un proceso “sin dilaciones indebidas” exige acudir a los medios de comunicación más rápidos para hacer llegar la existencia del procedimiento al imputado.

En cuanto a la naturaleza de dicha facultad de acceso no parece que pueda ser concebida en el concepto de los “derechos u obligaciones de carácter procesal”, sino que debe ser enmarcada dentro de la categoría, acuñada por GOLDSCHMIDT, de las posibilidades procesales, puesto que la no realización de tal “chance” u ocasión procesal lo único que
 puede originar es la preclusión del acto de comparecencia o los desfavorables efectos de la rebeldía.

Por ende, ante el incumplimiento de comunicar debidamente al imputado sobre las diligencias realizadas de las que debe de tener conocimiento indudablemente conllevan a la preclusión del acto de comparecencia o los desfavorables efectos de la rebeldía, es decir, que se tiene en cuenta que pese a que el imputado haya sido debido y legalmente notificado ha hecho caso omiso. Así también, cabe resaltar que aquellas diligencias realizadas sin correr traslado a la otra parte se tienen por realizadas en forma adversaria.  

Es importante mencionar que comparando al proceso civil con el penal se obtiene que en este último las obligaciones procesales de la defensa son menores o menos intensas que en el primero, esto teniendo en cuenta que en el proceso penal el desarrollo puede ser realizado haciendo uso el imputado o acusado de su derecho al silencio y a no confesarse culpable.
La Adquisición del “status” de parte

Si bien se ha visto aquí que se concede al imputado el derecho a su defensa que es inviolable e inalienable, asimismo esto trae aparejado que el mismo tenga acceso al proceso penal como parte del proceso lo que implica que este deberá de tener conocimiento de las diligencias a  realizarse y que hayan sido realizadas que atañan como la calificación del hecho, el lugar, hora, es decir, el relato fáctico de los hechos.

Ahora bien la adquisición del “status de parte”, que se tiene cabida con la implementación del nuevo sistema que ha adoptado Paraguay se obtiene que:
Junto al reconocimiento de la posibilidad de acceso al proceso, el derecho de defensa exige además que la entrada en él del titular del derecho a la libertad se efectúe mediante el otorgamiento de todo el estatuto de una “parte procesal”, porque en el proceso moderno la evidencia no puede obtenerse sino mediante la oposición de la acusación y de la defensa.

De este modo lógicamente, se obtiene un verdadero proceso penal, en donde las partes brindan al Juez o Tribunal de Sentencia su teoría del caso en base a las pruebas que estos generen u obtengan, es decir, es aquí donde ocurre una oposición entre la pretensión y la resistencia, lo que hace necesario que exista primeramente una acusación y consecuentemente una defensa.   

Se torna conveniente a la vez puntualizar que el derecho a ser informado de las causas de la acusación que se produce en contra del mismo no conlleva solo la obligación de dar traslado del escrito de acusación en un tiempo prudencial para que el mismo lo conteste, sino que también debe de darse cumplimiento a una serie de garantías, las cuales son: 
a) La obligación de informar al imputado de todos sus derechos en un modo que le sea comprensible y, en particular, de los efectos desfavorables que pueden derivarse de su sometimiento voluntario a un determinado acto de investigación.

b) La obligación de ilustración de la imputación al sujeto pasivo, con carácter previo a su interrogatorio policial.

La información que reciba el imputado sobre los derechos que le sea son conferidos deben de ser realizados de manera que el mismo comprenda la amplitud del mismo. 

Asimismo es obligación de parte del Ministerio Público en este caso ilustrar al imputado sobre la imputación que se ha realizado, la cual debe de ser realizada con carácter previo a su interrogatorio policial. En este aspecto la cita vuelve a realizar una puntuación al manifestar que:
c) La puesta en conocimiento de la imputación en “una lengua que comprenda”, o a ser asistido en sus declaraciones por un intérprete, cuyos gastos habrán de ser satisfechos por el Estado, tanto si fuere extranjero como sí, siendo español, desconociera absolutamente el castellano. La obligación de proveer de intérprete al acusado es también extensible a los sordomudos, incluso en el juicio de faltas.

Si bien es sabido que el Paraguay es un país es bilingüe. Así también cabe mencionar que son varios los extranjeros que habitan en este país, por lo que se dan casos, en los que el imputado es una persona que no entiende o no habla el castellano ni el guaraní, siendo necesario para el efecto que sea designado a un intérprete, para que adquiera por medio de este las informaciones necesarias para hacer frente a la parte contraria. Este derecho corresponde a la vez a aquellos sordomudos que pueden darse a entender. Otro aspecto de gran importancia encierra que:

d) El objeto de dicha puesta en conocimiento del imputado ha de ser el hecho punible cuya omisión se le atribuye, para lo cual las Autoridades habrán de transmitirle, al menos, una breve relación circunstanciada fáctica y su respectiva calificación legal.

Una vez puesta en su conocimiento la imputación o “acusación formulada”, se le ha de conferir al acusado el derecho a deducir su pretensión exculpatoria o, lo que es lo mismo, a introducir los hechos impeditivos, extintivos o excluyentes de la responsabilidad penal y a verificar sobre ellos la prueba que libremente proponga y sea declarada pertinente.

Es así que la información brindada al imputado incluye a su vez la  mención del relato fáctico de los hechos y la calificación penal del hecho punible atribuible al imputado o acusado, a modo de que el mismo pueda realizar su declaración o abstenerse de realizarla. Así también:
e) El derecho del acusado a defenderse frente a la pretensión penal formulada contra él ha sido limitado, al permitirse la continuación del proceso aunque no se haya presentado el escrito de defensa del acusado o del tercero responsable. En este caso, la norma parte de la ficción legal de la oposición a las acusaciones, y se permite a la defensa solicitar la práctica de prueba.

Resulta un poco confusa la cita en este aspecto dado que en el proceso penal debe indefectiblemente el imputado o acusado contar con un abogado defensor que abogue por el mismo, por lo que se hace dudoso en qué sentido hace la referencia de que aún no se haya presentado el escrito de defensa. Pero es factible tener en cuenta que la defensa armará su teoría del caso conforme avanza las investigaciones de su parte.  

Importancia Y Alcance De La Defensa En El Proceso Penal
Importancia de la Defensa 

Si bien se ha visto que la defensa en el proceso penal es un derecho inviolable e irrenunciable que corresponde a toda persona que se encuentre sometida a un proceso penal, lo que ya a simple vista denota la gran importancia que este posee a lo largo del proceso. Por lo mismo cabe mencionar que:

El derecho a la defensa se constituye en el derecho fundante de los demás derechos procesales porque mediante su ejercicio se tornan operantes los demás derechos y garantías de las personas sometidas al proceso. Su valor dentro del proceso es equivalente al de la vida para los demás derechos constitucionales.

Es así, que tal como se ha visto anteriormente el derecho a la defensa es la base o el presupuesto para que se den los demás derechos y garantías reconocidas a las personas que se encuentran sometidas a un proceso.  A la vez debe de expresarse que:

El derecho a la defensa cumple un papel particular: por una parte, actúa en forma conjunta con las demás garantías, por la otra, es la garantía que torna operativa a todas las demás. Por ello, el derecho de defensa no puede ser puesto en el mismo plano que las otras garantías procesales. La inviolabilidad del derecho de defensa es la garantía fundamental con la que cuenta el ciudadano, porque es el único que permite que las demás garantías tengan una vigencia concreta dentro del proceso penal.

Es así que el derecho a la defensa queda como el cimiento de los demás derechos, no puede ser equiparado con los demás dado que este prácticamente da operatividad a los demás derechos. 

Puede decirse además que: “Es un Derecho fundamental e imprescriptible en un debido proceso, que permite al imputado hacer frente al sistema penal en una formal contradicción con igualdad de armas.” 

De tal modo que el imputado por medio del ejercicio del derecho a la defensa adquiere consecuentemente varios derechos y garantías en el proceso como son el de ser escuchado, de contar con un defensor de su elección o que se le sea nombrado uno de oficio, que particípe en los actos del proceso y que pueda impugnar las resoluciones. 

Por medio de la elección de un abogado defensor de su confianza o por el nombramiento de un representante del Ministerio de la Defensoría Pública se torna equiparable las partes en el proceso, puesto que son pocos los casos en los que el imputado o acusado conocer los derechos que le corresponden, cuales son los medios para sobrellevar un juicio, he aquí la importancia  de la asistencia técnica brindada al acusado por parte de un profesional abogado. Otro aspecto de suma importancia es la de:

El derecho de defensa también comprende el derecho a no ser condenado en ausencia, como consecuencia del derecho genérico de ser oído en juicio, pues si se está ausente del proceso no se puede ser oído en juicio, ni defenderse. En realidad, este derecho se dirige a los órganos jurisdiccionales, como prohibición de condenar a alguien sin antes haberle oídos. (Ejercitado su defensa).

Es así que en el caso de que aunque el acusado haya sido notificado en debida y legal forma para una audiencia, en este caso para un Juicio Oral y Público, ante la incomparecencia del mismo no puede ser llevado a cabo el juicio oral, puesto que el mismo no se ha presentado. 

Si el representante legal del mismo se encontrare presente será cuestionado por la inasistencia de su defendido, en el supuesto caso de que manifestare que no tiene contacto con el mismo, el representante del Ministerio Público solicitará en base al artículo 83 y 84 del Código Procesal Penal, que sea declarado rebelde y contumaz al acusado y consecuente solicitara la orden de captura y detención del mismo, quedando por ende, en rebeldía, lo que interrumpe los plazos procesales. 

En lo que atañe a la cita, ésta menciona que ante la incomparecencia del acusado, no podrá realizarse el juicio y tampoco podría dictarse sentencia, dado que el mismo debe de ser escuchado y cuenta con el derecho a defenderse. Por lo que no puede llevarse a cabo ante su inasistencia. Es necesario el puntualizar nuevamente porque es tan importante la defensa en el proceso y por lo mismo, cabe expresar que:

En primer lugar, porque la defensa es un poderoso instrumento de impulso y control de la prueba que se recaba en un proceso penal; en segundo lugar, porque juega un papel contradictorio con respecto al órgano acusador, aportando contrapruebas que tienden a desvirtuar a las presentadas por éste, todas las cuales finalmente serán analizadas y valoradas por un juez. 

Es así que la defensa por ende, es quien realiza el impulso de la investigación y genera a la vez el control de la prueba que se recaba en el proceso penal, ya sea la de las suyas como las de la parte contraria puesto que puede llegar a desmeritarlos, por lo que recibe el nombre de contraparte. Todas las diligencias que hayan sido realizadas por las partes serán analizadas y valoradas por el juez o jueces.
Alcance de la defensa

La defensa técnica, por ende, corresponde al abogado quien debe de ser visto como protector del sujeto sometido a un proceso. Para tal efecto, es necesario que reúna dos condiciones, por un lado un conocimiento completo de todo lo que concierne a la causa y por el otro un celo suficiente para sacar el mejor provecho posible a favor de su cliente. Se denota consecuentemente  que el defensor es el sujeto que actúa dentro del proceso penal asistiendo y representando al imputado y actuando en función de los intereses de este.

Cabe mencionar además que, entre las funciones del abogado defensor se encuentran la asistencia en los diversos momentos de la defensa material (indagatoria, careos, reconstrucción del hecho, reconocimientos), comunicación con su defendido a todo lo largo del desarrollo de la causa, exámen de las actuaciones y contralor de las mismas, proposición de diligencias, ofrecimiento y producción de las pruebas pertinentes, actividades dirigidas en los casos procedentes a la obtención de la libertad del imputado (eximición de prisión, excarcelación), presentaciones y alegatos de defensa en sentido estricto e interposición de recursos. La asistencia y representación debe de ser brindada por un profesional del Derecho con Título de abogado, debidamente inscripto en la matrícula respectiva. 

Principios fundamentales de la defensa 

Conviene destacar que, los principios fundamentales de la defensa son:

Principio de Contradicción

En lo que respecta al principio de contradicción, cabe destacar que este principio se construye, sobre la base de aceptar a las partes del proceso penal, (acusadora y acusada), la posibilidad efectiva de comparecer o acceder a la jurisdicción a fin de poder hacer valer sus respectivas pretensiones, mediante la introducción de los hechos que las fundamentan y su correspondiente práctica de pruebas, así como cuando se le reconoce al acusado su derecho a ser oído con carácter previo a la condena. Por ende, cabe seguir puntualizando que:

La contradicción exige: 1.- la imputación; 2. la intimación; y, 3. el derecho de audiencia. Para que el imputado pueda defenderse es imprescindible la imputación, la cual importa una relación clara, precisa y circunstanciada de un delito formulada por el Ministerio Público. Esta imputación debe ser conocida por el procesado – que es lo que se denomina intimación-, quien además debe tener el derecho de audiencia. Una necesidad de justicia apremiante para el proceso penal es que nadie sea condenado, sin ser oído y vencido en juicio.

Es así que como se ha venido viendo hasta aquí es necesario que exista primeramente una imputación, luego la intimación al procesado a que comparezca a la audiencia acompañado de un abogado defensor que lo asista, son necesarios estos puntos dado que en la imputación se encuentra detallada en forma clara y precisa el relato factico del representante del Ministerio Público.
Principio Acusatorio

Este principio por su parte indica la distribución de roles y las condiciones en que se debe realizar el enjuiciamiento del objeto procesal penal. Por lo que cabe puntualizar que, se entiende por principio acusatorio aquel según el cual no ha de ser la misma persona quien realice las averiguaciones y decida después al respecto, es por ello que recibe la denominación de Sistema Acusatorio. Es así que José María Asencio Mellado señala que el principio acusatorio tiene tres notas esenciales, las cuales son:
a) Ejercicio y mantenimiento de la acusación por un órgano distinto al Juez, así como la exigencia de una acción pública. Rige la máxima ne procedat iudex ex officio. 

b) La división del proceso en dos fases y las tareas propias de cada una de ellas de investigación y decisión respectivamente, han de ser conferidas a órganos diferentes con el fin de evitar un probable y posible prejuzgamiento por parte del juez sentenciador. Rige la máxima de la prohibición de la identidad entre instructor y decisor. 

Con la entrada en vigencia de la Constitución de 1992 se vio la necesidad de la creación del Ministerio Público, como el órgano encargado de la acción penal pública y la representación de la ciudadanía, puesto que al mismo corresponde el ejercicio y mantenimiento de la acusación de oficio siempre que este fuere un hecho punible de acción penal pública.
Se tornó necesario además la creación de esta figura para ser el órgano acusador, que debe de buscar las cargas de las pruebas y elementos suficientes para demostrar la culpabilidad del procesado. De tal modo que únicamente corresponda al juez el realizar la deliberación correspondiente para dictar sentencia ante la prueba de cargo y de descargo que se le son presentadas por las partes. 

Así consecuentemente se llega a la tercera nota que mencionar que la:
c) Relativa vinculación del órgano jurisdiccional a las pretensiones de las partes, en atención a la acusación fiscal. La vinculación del órgano jurisdiccional es de carácter temático, es decir, al hecho penalmente antijurídico, de suerte que sobre él órgano jurisdiccional tiene facultad para completarlo y resolverlo en toda su extensión. El Juez no está
 obligado a aceptar el título de condena ni la petición de pena, aunque la desvinculación no alcanza a los hechos imputados, que han de permanecer inmutables, sino a la calificación jurídico – penal siempre que respete el bien o interés jurídico vulnerado. 

Bien es sabido que la última etapa del proceso penal corresponde a la etapa del Juicio Oral y Público en donde se encuentran las tres partes (Sistema Tripartita) presentes, es decir, el procesado acompañado de su defensor, el representante del Ministerio Público y el Juez. Cada parte debe de manifestar sus pretensiones en base a la teoría fáctica a la que haya llegado, consecuentemente el juez deliberara y dictara sentencia según su sana critica.

2. 3. Defensa Material Y Defensa Técnica
2.3.1. Defensa Material

Se ha oído mucho sobre la defensa material, o también conocido como autodefensa que reside en: “La autodefensa consiste en la intervención directa y personal del imputado en el proceso, realizando actividades encaminadas a preservar su libertad: impedir la condena u obtener la mínima sanción penal posible.” 
 De este modo, se logra la intervención directa y personalísima del imputado en el proceso, tales como las prestar declaraciones, deben de ser realizadas por el mismo, pudiendo para el efecto mencionar su relato del hecho. Cabe destacar más específicamente que:

Entre las actividades que se permite realizar al imputado aparecen: la de proponer verbalmente la recusación cuando se encontrara incomunicado; asistir a las diligencias de investigación; nombrar peritos; solicitar ser reconocido a presencia judicial por quienes dirijan cargo contra él; proponer diligencias; proponer prueba anticipada; prestar declaración en el sumario cuantas veces quiera; pedir de palabra la reposición del auto elevando la detención a prisión; prestar conformidad con la calificación más grave; decir la última palabra en el juicio oral.

Es así que estas son las actividades que se permiten realizar al imputado en el proceso, pero siempre debe de estar en compañía de su abogado defensor.

2.3.2. Defensa Técnica 

Si bien se ha visto anteriormente que la defensa material es aquella que realiza el propio procesado ante la autoridad judicial o policial, lo que hace comprender que la legislación admite dos modalidades de defensa en el proceso penal. 

La que se ha visto anteriormente la defensa material y  la defensa técnica que es la que está confiada a un abogado que asiste y asesora jurídicamente al imputado y lo representa en todos los actos procesales no personales. 

Es importante destacar nuevamente que el derecho a la defensa es un derecho irrenunciable con el que cuenta el procesado, asimismo es beneficiado además a ser asistido gratuitamente por un defensor que es proporcionado por el Estado, cuando este no designare a un defensor. Es así que consecuentemente:

El Abogado goza de todos los derechos que la ley le confiere para el ejercicio de sus funciones en defensa de su patrocinado. La ley reconoce expresamente su intervención desde que su defendido es citado o detenido por la policía a interrogar directamente al imputado, testigos o peritos a recurrir a un perito de parte, a participar en todas las diligencias de la investigación a aportar pruebas, presentar escritos tener acceso a los expedientes, recursos ingresar a establecimientos policiales y penales para entrevistarse con su patrocinado, en suma a expresarse con amplia libertad en el curso de la defensa, sea oralmente o por escrito siempre que no se ofenda el honor de las personas. 

El Código Procesal Penal paraguayo en sus artículos (…….) estipula debidamente al respecto. Es por medio de estos preceptos legales que el abogado puede cumplir a cabalidad con el propósito del mismo.
Corresponde además mencionar que: “Es indudable que la defensa técnica es un presupuesto necesario para la correcta viabilidad del proceso. Aun cuando el imputado puede hacer uso de la autodefensa, resulta imprescindible la presencia y asistencia del abogado defensor en el curso del procedimiento.” 

La misión del abogado es la de velar por los intereses de su defendido, por el debido proceso entre otros aspectos de suma importancia que hacen que consecuentemente el proceso sea llevado a cabo. La asistencia técnica que percibe el  procesado por parte de su abogado es de suma importancia para con el mismo.   
2.4.Legislación Nacional
Constitución Nacional del Paraguay 

En lo que atañe sobre la defensa en el proceso la Constitución Nacional estipula en su artículo 16 de la Defensa en Juicio y 17 de los Derechos Procesales al respecto que: “La defensa en juicio de las personas y de sus derechos es inviolable. Toda persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales y jueces competentes, independientes e imparciales.” 

Tal como se ha visto anteriormente el derecho a la defensa es un derecho inviolable con él cuenta todo sujeto sometido a un proceso penal. Asimismo toda persona tiene derecho a ser juzgado por tribunales y jueces que reúnan las cualidades de ser competentes, independientes e imparciales. Consecuentemente el artículo 17 establece que:
En el proceso penal, o en cualquier otro del cual pudiera derivarse pena o sanción, toda persona tiene derecho a: 

1. que sea presumida su inocencia; 

2. que se le juzgue en juicio público, salvo los casos contemplados por el magistrado para salvaguardar otros derechos; 

Es así que además del derecho a la defensa con la que cuenta toda persona cuenta además con los derechos y garantías que se le son reconocidos en este precepto normativo, dentro de las cuales se encuentra que debe de ser presumida la inocencia del procesado a lo largo del proceso, es decir, que como se oye frecuentemente en los medios de comunicación se utiliza el sufijo de “presunto” o “se presume” puesto que aún no se cuenta con una sentencia firme y ejecutoriada en la que se haya  encontrado culpable al procesado.

En lo que respecta al derecho al juicio público este debe de ser entendida como aquella que consiste en la facultad de las personas a tener acceso a las actuaciones procesales que lo vinculan como parte de un proceso judicial y que se extiende a todos los tipos de procesos en sede jurisdiccional.

Así también el Código Procesal Penal prevé sobre que el juicio debe de ser oral y público, por lo que para el efecto se dedica un apartado debido para la etapa del Juicio Oral y Público, consecuentemente cabe mencionar que los casos en los que interviene un menor como víctima del hecho el Juez o Tribunal debe de tomar las medidas suficientes para salvaguardar los derechos e integridad del mismo. La norma sigue estableciendo al respecto:

3. que no se le condene sin juicio previo fundado en una ley anterior al hecho del proceso, ni que se le juzgue por tribunales especiales; 

4. que no se le juzgue más de una vez por el mismo hecho. No se pueden reabrir procesos fenecidos, salvo la revisión favorable de sentencias penales establecidas en los casos previstos por la ley procesal; 

Es bien sabido que se precisa de la existencia una ley anterior al hecho del proceso y que sea juzgado por tribunales competentes, siendo parte del proceso, es decir, que el sujeto sometido a un proceso no puede ser condenado sin un juicio precedente. 

Consecuentemente esto denota que de conformidad a lo establecido en el inciso cuarto no podrá ser procesado o juzgado más de una vez por el mismo hecho punible siempre que el mismo sea considerado como cosa juzgada por ejemplo. 

La norma por su parte establece consecutivamente la persona sometida a un proceso tiene el derecho a:
5. que se defienda por sí misma o sea asistida por defensores de su elección; 

6. que el Estado le provea de un defensor gratuito, en caso de no disponer de medios económicos para solventarlo; 

Es así, que es aquí donde se tropieza con el tema en gestión en donde se hace mención sobre la defensa particular y la defensa pública, y consecuentemente en el derecho a la defensa material. Esto considerando que en el inciso quinto hace mención de que el sujeto sometido a proceso tiene el derecho a que se defienda por sí mismo o que sea asistido por defensores de su elección, es decir, aquellos que el mismo designe. 

Así también en el supuesto caso de que el mismo no nombre a ningún defensor o que no cuente con los medios económicos necesarios para solventar a un defensor particular el Estado le proveerá de un representante del Ministerio de la Defensoría Pública. 

El precepto legal sigue mencionando a su vez que:
7. la comunicación previa y detallada de la imputación, así como a disponer de copias, medios y plazos indispensables para la preparación de su defensa en libre comunicación; 

8. que ofrezca, practique, controle e impugne pruebas; 

9. que no se le opongan pruebas obtenidas o actuaciones producidas en violación de las normas jurídicas; 

Es así que como se ha mencionado anteriormente se puede corroborar que es un derecho y garantía que el procesado tenga conocimiento en forma previa y detallada de la imputación para que se pueda preparar en forma su defensa. Asimismo este puede ofrecer pruebas, practicarlas, controlarlas e impugnarlas si así las considerare. 

En lo que respecta al noveno inciso este trata sobre aquellas diligencias o pruebas que hayan sido obtenidas por medio de las actuaciones que hayan sido producidas en violación de las normas jurídicas, es decir, cuando estas fueron efectuadas sin la observación debida de lo preestablecido en la ley.  En último lugar de lo preceptuado en la norma nos encontramos con el décimo y undécimo inciso que estipula que:
10. el acceso, por sí o por intermedio de su defensor, a las actuaciones procesales, las cuales en ningún caso podrán ser secretas para ellos. El sumario no se prolongará más allá del plazo establecido por la ley, y a 

11. la indemnización por el Estado en caso de condena por error judicial.

Es así que, el procesado cuenta con el derecho al acceso al proceso, por sí mismo o por intermedio de su defensor sobre las actuaciones procesales que no pueden ser secretas para ellos dado que estos son partes del juicio. 

Código Procesal Penal

El Código Procesal Penal por su parte dedica un espacio específico en el Libro Primero, Título IV, Capítulo III El defensor, en la que detalla normas específicas que tratan aspectos tales como:

Artículo 97. DERECHO DE ELECCIÓN. El imputado tendrá derecho a elegir un abogado de su confianza como defensor.

Si no lo hace, el juez le designara un defensor público, independientemente de su voluntad.

Si prefiere defenderse por sí mismo, el juez lo permitirá solo cuando no perjudique la eficacia de la defensa técnica. 

La intervención del defensor no menoscaba el derecho del imputado a formular solicitudes y observaciones.

Es aquí donde se encuentra el nexo central de la presente  investigación, dado que el derecho a la defensa se encuentra especificado en nuestra Carta Magna y en el presente cuerpo legal, donde además reconoce dos tipos de defensa propiamente dicho. 

Es así por ende, que el imputado tiene derecho a elegir a un abogado defensor, en caso de que así no lo hiciere el Estado le nombrara a un defensor del Ministerio de la Defensa Pública pese a que el mismo no de su voluntad, esto considerando que el sistema garantista acusatorio no admite la indefensión por parte del procesado por lo que es merecedor que se le de los medios necesarios para hacer frente al proceso y consecuentemente lograr el debido proceso. Así también, la defensa material puede ser ejercida en los casos que son especificados en la ley o cuando se admitida por el Juez siempre que la misma no perjudique a la defensa técnica.

Cabe mencionar que, el defensor técnico es el representante del procesado, quien busca precautelar los derechos y garantías que son conferidos a este por la Constitución y leyes concordantes, es así que por ende se deduce que este no puede  menoscabar el derecho del procesado con su intervención.

Consecuentemente es menester hacer mención sobre la capacidad que se debe de poseer para ser defensor del imputado, para el efecto cabe traer a colación al: “Artículo 98. CAPACIDAD. Sólo podrán ser defensores los abogados matriculados, salvo el caso de los defensores públicos y de los imputados abogados.” 

De este modo, queda establecido que el que asistirá y representara al procesado necesariamente debe de contar con matrícula de abogado expedida ante la Corte Suprema de Justicia. 

Cabe destacar, a la vez que, la Defensoría Pública es una excepción a la regla, puesto que para la misma no se precisa de la matrícula acreditante en razón a la función pública que los mismos desempeñan. Es importante además, hacer mención sobre el nombramiento del defensor, al respecto establece el artículo 99 del mismo cuerpo legal que:

El nombramiento del defensor no estará sujeto a ninguna formalidad. Una vez designado por el imputado por cualquier medio oral o escrito, aceptará el cargo ante la autoridad que corresponda, haciéndose constar en acta.

El nombramiento o la designación de un defensor es un acto de defensa material que corresponde de manera exclusiva al imputado, quien tiene esta facultad a lo largo de todas las instancias del proceso. 

La norma hace mención que no existe ninguna formalidad a la que se encuentre sujeto el acto de nombrar a un defensor, ya que este puede ser designado por cualquier medio sea oral o escrito, pero es conveniente en la práctica que la misma sea realizada por escrito para que obre en el expediente sea judicial o fiscal y consecuentemente le sea reconocida su personería en el carácter invocado. 
Otro aspecto de gran importancia se tiene en el artículo 100, donde habla sobre la obligatoriedad que especifica que: “El ejercicio de la defensa será obligatorio para el abogado desde que acepta el cargo de defensor.” 

Es así que una vez que la designación fue realizada formalmente y admisible se tiene por asumida y concreta su defensa una vez que la misma es aceptada, es obvio que el abogado particular no está obligado a aceptar el cargo. 

En caso de que acepte el cargo de defensor debe de realizar la aceptación en forma expresa, mediante la comparecencia del letrado en el juzgado a los efectos de manifestar su voluntad en tal sentido y de fijar domicilio a los fines legales, o tácita, cuando ejecute actos de defensa. 

En lo que atañe al reconocimiento del abogado como defensor del procesado debe de tenerse en cuenta el artículo 101 del mismo cuerpo legal en el que establece que: “Para el ejercicio de sus funciones, los defensores serán reconocidos de inmediato y sin ningún trámite, por la policía, el Ministerio Público o el juez, según el caso.” 

Tal como se ha dicho anteriormente, es preciso que el procesado haga uso de su derecho a la defensa y que por ende, nombre a un abogado defensor o que se le sea designado un defensor público para ambos supuestos es necesario que estos fijen domicilio y que acepten la calidad del mismo de tal modo que consecuentemente deben de ser reconocidos ya sea por la policía, el Ministerio Público o el juez según el caso o etapa del proceso. Es digno de mencionarse además lo que estipula el:
Art. 102. NOMBRAMIENTO EN CASO DE URGENCIA. Cuando el imputado esté privado de su libertad, cualquier persona podrá proponer, por escrito, ante la autoridad competente, la designación de un defensor, la que será puesta a conocimiento del imputado inmediatamente. En caso de urgencia, comenzará a actuar provisionalmente el defensor propuesto.

De este modo, la norma busca otorgar las mayores garantías a la persona privada de su libertad por lo que admite que cualquier persona pueda proponer por escrito la designación de un defensor que será puesto evidentemente a conocimiento del imputado. 

Así también en el supuesto caso de urgencia el defensor designado actuará en forma provisoria. El artículo 103 del Código Procesal Penal, trata sobre el nombramiento posterior en la que establece que: “Art. 103. NOMBRAMIENTO POSTERIOR. El imputado podrá designar nuevo defensor, pero el anterior no podrá renunciar a la defensa, hasta que el nombrado acepte el cargo.” 

Es así que, el procesado puede designar a otro defensor pero el anterior no podrá renunciar a la defensa hasta que el nuevo defensor acepte el cargo de defensor. Forma parte del contenido de este material lo que establece el artículo 104 Defensor Público, al establecer sobre el defensor público expresando que: “Art. 104. DEFENSOR PÚBLICO. El Defensor Público tendrá todas las facultades y deberes previstos por este código y por su ley de organización.” 
 Tal como se ha visto y lo menciona la norma, el defensor público encierra la calidad un representante designado o provisto por los organismos o de manera oficial a favor del procesado para que lo asista y represente en el proceso. En los casos de acción penal privada, es relevante hacer mención del tipo de defensor mandatario con el que se puede contar para el efecto menciona al respecto el artículo 105 del Código Procesal Penal, que establece que:

Art. 105. DEFENSOR MANDATARIO. En el procedimiento por hecho punible de acción privada o en aquellos que no prevén pena privativa de libertad, el imputado podrá ser representado por un defensor con poder especial para el caso, quien lo podrá reemplazar en todos los actos. No obstante, el juez podrá exigir la presencia del imputado cuando lo considere indispensable. La resolución se notificará al imputado, instruyéndole sobre su derecho a elegir otro defensor.

Cuando el abandono ocurra poco antes o durante el juicio, se podrá aplazar su comienzo o suspender la audiencia ya iniciada, por un plazo no mayor de tres días si lo solicita el nuevo defensor.

Es así que puede ser representado el procesado por un defensor en todos los actos siempre que el mismo contare con un poder especial, pero así también existe la salvedad de que el juez estime conveniente la presencia del defendido de este en ciertos actos, exigiéndose por ende, la comparecencia del mismo. El artículo 106 del mismo cuerpo legal establece sobre:
Artículo 106. RENUNCIA Y ABANDONO. El defensor podrá renunciar al ejercicio de la defensa, en este caso, el juez fijara un plazo para que el imputado nombre a otro. Si no lo hace será reemplazado por un defensor público.

El renunciante no podrá abandonar la defensa mientras no intervenga su reemplazante. No se podrá renunciar durante las audiencias. Si el defensor, sin causa justificada, abandona la defensa o deja al imputado sin asistencia técnica, se nombrara uno de oficio y aquel no podrá ser nombrado nuevamente.

La resolución se notificara al imputado, instruyéndole sobre su derecho a elegir otro defensor. Cuando el abandona ocurra poco antes o durante el juicio, se podrá aplazar su comienzo o suspender la audiencia ya iniciada, por un plazo no mayor de tres días si lo solicita el nuevo defensor.

Se observa por medio de esta norma que se le garantiza al imputado una representación real en juicio. De este modo, cuando el abogado defensor renuncie a su mandato o sea declarada su abandono debe el juez de citar y emplazar al procesado a un plazo de 48 o 72 horas para qué nombre a un nuevo abogado defensor o en caso contrario se le será nombrado a un representante de Turno del Ministerio de la Defensa Pública.  Consecuentemente la norma prevé sanciones que estipula debidamente en su artículo 107 expresando que: “El abandono de la defensa obligará al abogado al pago de las costas producidas por su reemplazo, sin perjuicio de las sanciones correspondientes.”
 Es así que por medio de la misma se establece un mecanismo de sanciones a fin de evitar el ejercicio negligente de la defensa. Ç

En caso de que se compruebe el ejercicio negligente por parte del mismo, se abre la posibilidad de que el órgano jurisdiccional imponga al abogado defensor el pago de las costas producidas por su reemplazo, sin perjuicio de que el Juzgado remita los antecedentes al Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia. El artículo 108 del Código Procesal Penal establece sobre los números de defensores expresando que:

Art. 108. NÚMERO DE DEFENSORES. El imputado podrá designar los defensores que considere convenientes, pero no será defendido simultáneamente por más de dos abogados en las audiencias orales en un mismo acto.

Cuando intervenga más de un defensor, la notificación realizada a uno de ellos tendrá validez respecto a todos. La sustitución de uno de ellos no alterara trámites ni plazos.

Es así que el procesado puede contar con los abogados defensores que considere conveniente, pero así también solo dos abogados podrán actuar en defensa del mismo en las audiencias orales. Así también cuando uno de ellos haya sido notificado se tiene en cuenta que todos lo han sido. En caso de que uno de los defensores sea sustituido no altera los trámites ni el plazo. Cabe mencionar que la establece la posibilidad de que un defensor común asista a varios procesados, pero así también debe ser tal como lo establece el:

Artículo. 109. DEFENSOR COMÚN. Será inadmisible la defensa de varios imputados en un mismo procedimiento por un defensor común.

Sin embargo, el juez permitirá la defensa común cuando no exista incompatibilidad.

Si se advierte incompatibilidad, será corregida de oficio, proveyendo lo necesario para el reemplazo del defensor.

De este modo, se desprende que es preciso que el juzgado penal de garantías controle el mérito de la representación de la defensa de varios imputados, siempre y cuando no exista incompatibilidad.
Esta incompatibilidad puede darse cuando el defensor protege posiciones o estrategias procesales, que en un momento dado pueden colisionar con los intereses de los coprocesador que son representados por la defensa común, tornándose de esta forma dificultosa el cabal ejercicio de la defensa en juicio.  En lo que atañe a los asistentes no letrados se establece en el artículo 110 que:

Art. 110. ASISTENTES NO LETRADOS. Cuando las partes pretendan valerse de asistentes no letrados que colaboren en su tarea, darán a conocer sus datos personales, expresando que asumen la responsabilidad por su elección y vigilancia. Ellos sólo cumplirán tareas accesorias y no podrán sustituir a las personas a
 quienes asiste en los actos propios de su función. Se permitirá que los asistan en las audiencias, sin tener intervención en ellas.

Esta norma regirá también para la participación de los estudiantes que realizan su práctica jurídica.

De la norma se desprende que se permite el pedido al Tribunal que asisten a las partes en la audiencia oral y público, a fin de que colaboren en su tarea, darán a conocer sus datos personales, expresando que asumen la responsabilidad por su elección y vigilancia.

Las funciones en la audiencia se circunscriben  esencialmente al cumplimiento de tareas accesorias y no podrán sustituir a las personas a quienes asisten en los actos propios de su función, por consiguiente, tales asistentes no pueden efectuar peticiones al Tribunal ni responder incidentes que se planteen en la audiencia, ni mucho menos presentar alegatos de apertura o cierre de la audiencia.

2.5. Legislación Comparada
2.5.1. Constitución Política de Bolivia

La Constitución Política de Bolivia en lo que respecta a la defensa en el proceso estipula en su artículo 16 que:

Se presume la inocencia del encausado mientras no se pruebe su culpabilidad.

I. El derecho de defensa de la persona en juicio es inviolable.

II. Desde el momento de su detención o apresamiento, los detenidos tienen derecho a ser asistidos por un defensor.

III. Nadie puede ser condenado a pena alguna sin haber sido oído y juzgado previamente en proceso legal; ni la sufrirá si no ha sido impuesta por sentencia ejecutoriada y por autoridad competente. La condena penal debe fundarse en una ley anterior al proceso y sólo se aplicarán las leyes posteriores cuando sean más favorables al encausado.

Es así que en la República de Bolivia se reconoce el carácter inviolable del derecho de defensa en un proceso judicial. Asimismo la necesidad de asistencia letrada desde el momento de detención del inculpado. Por lo que es evidente que la misma guarda concordancia con lo que se encuentra legislado en la Constitución Nacional paraguaya.

2.5.2. Constitución Política de la República de Chile

La República de Chile, por su parte, estipula en su Constitución Política sobre la defensa en el proceso en su artículo 19 inciso tercero expresando que:

Artículo 19. La Constitución asegura a todas las personas: … 3°. La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos. Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado, si hubiere sido requerida. Tratándose de los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, este derecho se regirá en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario, por las normas pertinentes de sus respectivos estatutos. 

La norma en su primer párrafo hace mención sobre la igualdad de la ley en el ejercicio de los derechos de las personas, manifestando que tiene derecho a una defensa jurídica en la forma en la que es señalada en la ley y que este derecho no podrá ser impedido, restringido o perturbado por ninguna autoridad. Hace mención a la vez en el caso de que se trate de un integrante de las fuerzas armadas y de orden y seguridad pública se regirá este derecho en lo concerniente a lo administrativo y disciplinario. El precepto legal sigue expresando que:

La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos.

Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal que señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad a la perpetración del hecho. 

Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos. 

En este punto la República de Chile expresa que la ley arbitrara los medios necesarios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a aquellos que no puedan procurárselos por sí mismos. Asimismo no serán juzgados por comisiones especiales, siendo además necesario que toda sentencia se funda en un proceso previo legalmente tramitado. Sigue expresando la norma que:

La ley no podrá presumir de derecho la responsabilidad penal.

Ningún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afectado.

Ninguna ley podrá establecer penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella;…

Es así que la ley Chilena buscar asegurar a todas las personas el derecho a la defensa jurídica en la forma que la ley señale, no cabiendo impedimento o restricción alguna por parte de autoridad o persona cualquiera. En este aspecto la misma guarda correlación con lo establecido en la Constitución paraguaya. 

2.5.3. Constitución Política de la República de Colombia

La Constitución Política de la República de Colombia estipula sobre la defensa en el proceso en su artículo 29 y 229 en la que establece que:

ARTÍCULO  29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

Es así que la norma en esta primera parte establece que el debido proceso se aplicara a toda clase de actuaciones ya sean están judiciales y administrativas. Asimismo nadie podrá ser juzgado sino conforme a una ley existente al momento del hecho, ante un juez o tribunal competente para entender la causa y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. Sigue expresando la norma que:
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso. 

Es así que cabe mencionar que la norma hace mención sobre la aplicabilidad de la ley más benigna para el encausado, además del reconocimiento de la presunción de inocencia hasta tanto el mismo sea declarado judicialmente culpable. Manifiesta además que este tiene el derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado que sea elegido por el mismo o fuere designado de oficio. 

Otro aspecto de suma importancia conlleva el derecho de no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Así también hace mención sobre aquellas pruebas que sean obtenidas con violación del debido proceso serán tenidas por nula.

El artículo 229 del mismo cuerpo legal estipula por su parte que:. “Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la representación de abogado.” 

La norma en este aspecto menciona sobre el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia, es decir, de tener participación e información sobre el proceso. Asimismo la ley indicara en qué casos no es precisa la representación de un abogado.
Consecuentemente se llega a la conclusión que de conformidad a lo establecido en la República de Colombia se obtiene que en la misma se reconoce a los sindicados el derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento. 

Se establece además sobre el deber de reglamentar por ley los supuestos en los que la persona puede acceder a la administración de justicia sin representación de abogado, no limitando el acceso a la administración de justicia mediante la defensa cautiva. 

2.5.4. Constitución de la República de Ecuador

La República de Ecuador, establece en su Constitución sobre la defensa en el proceso penal expresando en su artículo 75 que:

Artículo 75.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad, en ningún caso quedara en indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la ley.

De este modo queda establecido que toda persona cuenta con el derecho al acceso gratuito a la defensa y a la tutela efectiva, expresando que en ningún caso el procesado quedara indefenso. Asimismo el artículo 76 expresa que:

Artículo 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurara el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 

1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes.

2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada.

Se obtiene por ende, que en el artículo 76 se encuentra establecido en una forma general los derechos y garantías con los que cuenta toda persona. Es así que en la primera parte de la norma expresa que se asegurara el debido proceso con las garantías básicas que mencionara a continuación, encontrando primeramente que la autoridad administrativa o judicial deberá garantizar el cumplimiento de las normas y de los derechos de las partes. Seguidamente hace mención sobre la presunción de inocencia y que el mismo de ser tratado como tal, hasta tanto no se declara su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada. 
Es así que la misma guara correlación con lo establecido en la legislación nacional. La norma sigue estableciendo en su inciso tercero que:

3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no este tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza, ni se le aplicara una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Solo se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento.

Es asi que al igual que la legislación nacional la norma establece que es preciso que le ley sea previa al acto, es decir, que se encuentre estipulada en la legislación con anterioridad a la comisión del hecho. Siendo juzgada la persona únicamente ante un juez o autoridad competente con la debida observancia del trámite propio de cada procedimiento. Por su parte el inciso cuarto establece que:

4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria.
5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicara la menos rigurosa, aun cuando su promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre una norma que contenga sanciones, se la aplicara en el sentido más favorable a la persona infractora…

Aquellas pruebas que hayan sido actuadas u obtenidas con violación de la Consittución no tendran validez alguna y por ende, carecerán de eficacia probatoria. Así también hace mención de la aplicación más beneficiosa para el encausado en el caso de que haya un conflicto de leyes.  En su inciso sexto por su parte expresa que:

6. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:
a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento.
b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de su defensa.
c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones.

Es así que el sexto artículo se encuentra subdividido nuevamente, en donde expresa que nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa del procedimiento, además debe de contar con el tiempo y medio adecuado para la preparación de su defensa. Cuenta además con la garantía de ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. Sigue además haciendo mención de que:

d) Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la ley. Las partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del procedimiento.
e) Nadie podrá ser interrogado, ni aun con fines de investigación, por la Fiscalía General del Estado, por una autoridad policial o por cualquier otra, sin la presencia de un abogado particular o un defensor público, ni fuera de los recintos autorizados para el efecto.
f) Ser asistido gratuitamente por una traductora o traductor o interprete, si no comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento.

Es así que al igual que la Constitución Nacional, el juicio sera público salvo caso contrario. Asimismo las partes podran acceder a todos los documentos y actuaciones del procedimiento. Consecuentemente nadie sera interrogado ni aun con fines de investigación, sin la presencia de un abogado particular o un defensor público. Al igual que la legislación nacional, la ley ecuatoriana prevé la asistencia gratuita ofrecida por parte de una traductora o traductor o interprete si no comprende o no habla el idioma en el que se sustancia el procedimiento. Sigue expresando la norma que:

g) En procedimientos judiciales, ser asistido por una abogada o abogado de su elección o por defensora o defensor público, no podrá restringirse el acceso ni la comunicación libre y privada con su defensora o defensor.
h) Presentar de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea asistida y replicar los argumentos de las otras partes, presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra.
i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa  y materia. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto. 

Consecuentemente el procesado debe de ser asistido por abogado de su elección o por defensor público, en procedimientos judiciales, no podrá restringirse el acceso ni la comunicación libre y privada con su defensor. Asimismo podrá presentar de forma verbal o escrita los argumentos de los que se crea asistido y replicar los argumentos de las otras partes. Cabe destacar además que nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Es así que se puede por ende concluir que la Constitución del Ecuador en este aspecto que nadie podrá ser privado del derecho de defensa en ningún estado o grado del respectivo procedimiento. Así también no se podrá efectuar interrogatorio alguno sin la asistencia de un abogado defensor; la contravención de esta disposición priva de eficacia probatoria a cualquier diligencia que se efectúe.
2.5.5. Constitución Política del Perú.-

La Constitución Política del Perú por su parte estipula en su artículo 139 inciso 14 y 16 sobre la defensa en el proceso estableciendo que:  

Artículo 139°. Son principios y derechos  de la función jurisdiccional:

14. El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o las razones de su detención.  Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier autoridad.  

16. El principio de la gratuidad de la administración de justicia y de la defensa gratuita para las personas de escasos recursos; y, para todos, en los casos que la ley señala.

Es así por ende que este reconoce el derecho de defensa como un principio y derecho de la función jurisdiccional. Nadie puede ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso. Asimismo, establece el derecho a la defensa gratuita para las personas de escasos recursos y para todos, en los casos que la ley señala. 

2.5.6. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela

La República Bolivariana de Venezuela en su Constitución, en el artículo 49 establece sobre la defensa en el proceso expresando que:  

El debido proceso se aplicará a todas las actuaciones judiciales y administrativas y, en consecuencia:

La defensa y la asistencia jurídica son derechos inviolables en todo estado y grado de la investigación y del proceso. Toda persona tiene
 derecho a ser notificada de los cargos por los cuales se le investiga, de acceder a las pruebas y de disponer del tiempo y de los medios adecuados para ejercer su defensa. Serán nulas las pruebas obtenidas mediante violación del debido proceso. Toda persona declarada culpable tiene derecho a recurrir al fallo, con las excepciones establecidas en esta Constitución y la ley. Toda persona se presume inocente mientras no se pruebe lo contrario.

De acuerdo a lo establecido por la norma se obtiene que la defensa y la asistencia jurídica sean derechos inviolables en todo estado y grado de la investigación y del proceso.  Toda persona tiene derecho a ser notificada de los cargos por los cuales se le investiga, de acceder a las pruebas y de disponer del tiempo y de los medios adecuados para ejercer su defensa.  Así también al igual que en nuestra legislación aquellas pruebas que sean realizadas u obtenidas mediante violación del debido proceso serán tenidas por nulas. Consecuentemente cuenta el procesado con el derecho a la presunción de inocencia del mismo hasta que no se pruebe lo contario. La norma sigue expresando que:

Toda persona tiene derecho a ser oída en cualquier clase de proceso, con las debidas garantías y derecho del plazo razonable determinado legalmente, por un tribunal competente, independiente e imparcial establecido con anterioridad. Quien no hable castellano o no pueda comunicarse de manera verbal, tiene derecho a un intérprete.

Al igual que lo estipulado en la Constitución Nacional, toda persona sometida a un proceso cuenta con el derecho a ser oído por un tribunal competente, independiente e imparcial. Así también en caso de que no comprenda o no hable el idioma español será conferido a un traductor o intérprete, en este caso solo hace mención del intérprete. Seguidamente continúa expresando que:

Toda persona tiene derecho a ser juzgada por sus jueces naturales en las jurisdicciones ordinarias, o especiales, con las garantías establecidas en esta Constitución y en la ley. Ninguna persona podrá ser sometida a juicio sin conocer la identidad de quien la juzga, ni podrá ser procesada por tribunales de excepción o por comisiones creadas para tal efecto. 

Ninguna persona podrá ser obligada a confesarse culpable o declarar contra sí misma, su cónyuge, concubino o concubina, o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad.

La confesión solamente será válida si fuere hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 

Es así que toda persona tiene derecho a que sea juzgado por jueces naturales y que cuente con las garantías establecidas por su Constitución. Así también establece que ninguna persona podrá ser sometida a juicio sin conocer la identidad de quien la juzga. Consecuentemente ninguna persona podrá ser obligada a confesarse culpable o declarar contra sí mismo, su cónyuge o pariente dentro del cuarto grado. Lo que guarda similitud con lo establecido en la Constitución Nacional. La Constitución Venezolana establece además que la confesión solamente será válida si fuere hecha sin coacción de ninguna naturaleza. La norma establece además que:

Ninguna persona podrá ser sancionada por actos u omisiones que no fueren previstos como delitos, faltas o infracciones en leyes preexistentes. 
Ninguna persona podrá ser sometida a juicio por los mismos hechos en virtud de los cuales hubiese sido juzgada anteriormente. 
Toda persona podrá solicitar del Estado el restablecimiento o reparación de la situación jurídica lesionada por error judicial, retardo u omisión injustificados. Queda a salvo el derecho del o de la particular de exigir la responsabilidad personal del magistrado o magistrada, juez o jueza y del Estado, y de actuar contra éstos o éstas. 

Al igual que la Constitución Nacional establece como garantía del procesado que este no podrá ser sometido a juicio por el mismo hecho que ya ha sido juzgado. Así también en caso de error judicial la persona cuenta con el derecho a solicitar al Estado el restablecimiento o reparación de la situación jurídica lesionada.

Conclusión
Si bien se ha visto que la legislación nacional establece explícitamente sobre la defensa en el proceso penal, reconociendo para el efecto dos tipos de defensa  dentro de las cuales se encuentra la defensa material y la defensa técnica. 

La importancia de la observancia del derecho a la defensa es un derecho fundamental conferido al sujeto procesado, por medio del cual se le da mecanismos de defensa eficaces para la producción de sus pretensiones y la desestimación de la contraria. El derecho a la defensa tal como se ha dicho es un derecho inviolable e irrenunciable, por lo que, cuando el procesado no nombra a un defensor de su confianza el Estado le nombrará a uno, puesto que el Sistema nacional actual es un sistema garantista que confiere al acusado esta garantía del debido proceso.

El alcance de la defensa, incumbe a la asistencia técnica y representación por parte del mismo para con el procesado, en aquellos casos en los que sea necesario el conocimiento jurídico. Puesto que como se ha dicho el procesado puede defenderse por sí solo, o lo que se denomina en el ámbito jurídico como defensa material dado que es realizado en forma personal y oral por el propio procesado en los momentos en los que considere conveniente o cuando se encuentre establecida en la ley, pudiendo igual hacer uso de su derecho al silencio. 

En lo que respecta a la defensa técnica, esta comprende a aquel profesional abogado que tiene conocimientos jurídicos e idoneidad para representar a un sujeto sometido a un proceso. La defensa técnica presenta dos variedades, la que corresponde a la ejecutada por un defensor particular o un defensor público. 

Es así que, debe de ser comprendido por un defensor particular aquel que ha sido designado por el propio procesado o cualquier otra persona con la finalidad de que lo asista técnicamente y que lo represente en el proceso. Es necesario para el efecto que el mismo este matriculado como abogado y que haya sido expedido ante la Corte Suprema de Justicia.

Sin embargo, el defensor público es un representante del Ministerio de la Defensa Pública, que presta su asistencia en forma gratuita, mayormente es nombrado de oficio o por un órgano jurisdiccional. No es preciso que el defensor público cuente con matrícula acreditante, esto teniendo en cuenta la función publica que el mismo desempeña.

Se ha desentrañado sobre la defensa en el proceso en cinco legislaciones comparadas, las cuales fueron la de Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Venezuela y Perú. De estas investigaciones se concluye que estas guardan similitud con lo establecido en la legislación paraguaya. Dado que reconocen al derecho a la defensa como un derecho fundamental para el proceso que es inviolable e irrenunciable. 

Así también reconoce a los dos tipos de defensa: la defensa material y la defensa técnica. Como también la asistencia de un defensor en forma gratuita.
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